///

13

A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 23 de agosto de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Genoud, Soria, Roncoroni, Pettigiani, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 93.234, "De Felice, Gustavo y otro contra San Cristóbal Sociedad Mutual de Seguros Generales. Cumplimiento de contrato".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul revocó el fallo de primera instancia y, en consecuencia, rechazó la demanda que por cumplimiento de contrato impetrara el actor De Felice contra la Compañía Aseguradora "San Cristóbal Sociedad Mutual de Seguros Generales" (v. fs. 148 vta.).


Se interpuso, por la actora, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


1. La Cámara, fundó su decisión revocatoria en que el asegurado incumplió con la carga informativa requerida por la aseguradora, y que sobre aquél pesaba, consistente en la observancia de los recaudos enumerados en el anexo a la cláusula 16 de las condiciones generales de la póliza (v. fs. 52).


2. Contra dicho pronunciamiento se alza la actora por vía del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denunció la violación del art. 19 de la Constitución nacional; errónea aplicación del art. 1197 del Código Civil y absurdo en la apreciación de la prueba (v. fs. 154, 155 y 157).


Sostiene que no puede aplicarse a la relación jurídica establecida entre las partes originada por el contrato de seguro instrumentado en la póliza 946875‑7, las disposiciones de otro contrato, que si bien era entre las mismas partes se refería a otro vehículo. En consecuencia, dice resultan inexigibles ciertos requisitos para percibir la indemnización. De tal manera, denunciado el hecho y acreditado el siniestro por parte del actor, sin más, la compañía de seguros debió pagar la indemnización (v. fs. 154/155).


Luego asevera que tratándose de un típico contrato de adhesión entre las partes, una fuerte (compañía) y otra débil (asegurado), es razonable que quien determina las cláusulas e impone las condiciones del contrato debe tomar todos los recaudos al celebrarlo. En el caso de autos, la compañía contrató con el actor, sin entregar condiciones específicas de exigencia de recaudos para pagar la indemnización (v. fs. 155/156).


Añade a ello que la aseguradora contrató poniendo las condiciones y cobró la prima mensualmente sin exigir ningún recaudo, especialmente sin exigir que existiera titularidad de dominio en el asegurado. Exigirlo luego del siniestro significa un abuso del derecho (v. fs. 156 vta./157).


Por fin, denuncia absurdo en la apreciación de la prueba, en cuanto el fallo sostiene que la demandada no ha negado el pago de la indemnización ... sino que ... se ha limitado a requerir la presentación de ... recaudos. Está claro, que de tal manera se niega tácitamente el pago. Idéntica calificación le asigna a la validez otorgada a la póliza acompañada por la aseguradora, pues, afirma, no ha sido firmada por las partes; a la falta de relevancia endilgada a dicha suscripción y a sostener que el anexo de la cláusula 16 se corresponde con lo que habitualmente exigen las aseguradoras (v. fs. 157/159).


3. El recurso no puede prosperar.


a) Para el rechazo de la demanda la Cámara interpretó las cláusulas y condiciones de la póliza del seguro contratado entre las partes.


También, luego de analizar el expediente advirtió que la actora incumplió con la carga informativa requerida por la aseguradora, consistente en el cumplimiento de los recaudos enumerados en el anexo a la cláusula 16 de las condiciones generales de la póliza (v. fs. 52).


Analizadas estas circunstancias en su integralidad concluyó en el rechazo de la demanda.


b) Ahora bien, es doctrina de este Tribunal que la valoración de las pruebas y en general de las circunstancias de la causa, así como la interpretación del sentido, alcance y consecuencias jurídicas de las cláusulas del contrato de seguro constituyen materia propia de las instancias ordinarias y son temas ajenos al ámbito extrordinario, salvo que se demuestre acabadamente que se ha incurrido en absurdo (conf. Ac. 57.691, sent. del 20‑II‑1996; Ac. 53.687, sent. del 22‑III‑1994).


Se entiende por tal sólo al error grave y manifiesto con las constancias objetivas de la causa, que deriva en conclusiones contradictorias o incongruentes con ellas (conf. Ac. 59.872, sent. del 28‑V‑1996) y sin que quede configurado aun cuando el criterio del sentenciante pueda ser discutible o poco convincente (conf. Ac. 59.305, sent. del 4‑III‑1997). Tal situación extrema no ha sido acreditada en autos, en consideración a los motivos que desarrollaré infra.


c) Denunciado el siniestro y constatada la existencia del mismo, puede el asegurador solicitar información complementaria o documentación razonable, o bien dar lugar a la valuación del daño a través del juicio de peritos si existe acuerdo sobre dicho procedimiento. Respecto de las informaciones complementarias y la documentación razonable se ha dicho que "constituyen cargas informativas y de transmisión, probatorias por esencia ... todas ellas se inscriben, en el ámbito contractual, en el marco de los deberes secundarios de conducta, en el caso, de cooperación o colaboración del asegurado, tomador o beneficiario, para con el asegurador, aunque circunscriptas a la información necesaria para verificar el siniestro o la extensión de la prestación a su cargo y a permitirle las indagaciones necesarias a tal fin, así como también a suministrar, previo requerimiento del asegurador, la prueba instrumental en cuanto sea razonable que la suministre el asegurado" (conf. Revista de Derecho de Daños, Tomo I, en "La Prueba del Daño en el Contrato de Seguro", pág. 285).


A dicho respecto la Resolución General 22.418 (del 30‑VII‑1993), de la Superintendencia de Seguros de la Nación, establece las constancias o documentación que debe proporcionar el asegurado en caso de siniestro de conformidad con la cláusula 16 de las condiciones generales, siendo ellas: a) Denuncia policial original y copia; b) Constancia de denuncia por robo o hurto o constancia de baja por destrucción total, según corresponda, expedida por el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor mediante formulario tipo 04, debiéndose dejar constancia en observaciones, entidad aseguradora y de póliza; c) Certificado de estado de dominio extendido por el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, acreditando que sobre la unidad no pesan embargos, gravámenes u otros impedimentos que permitan la libre disponibilidad del bien (Form. 02); d) Constancia de la titularidad del automotor robado o hurtado, emitido por el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor, de acuerdo al anexo I, capítulo VIII, sección 2º del digesto de normas del Registro Nacional de la Propiedad del Automotor; e) Fotocopia del título autenticada por el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor o escribano público; f) Constancia de la solicitud de la baja de patente ingresada en la Dirección de Rentas de la Municipalidad; g) Comprobantes de pago de patentes; h) Libre deuda del Tribunal de Faltas; i) En caso de existir acreedor prendario, certificado de deuda; j) Cesión de derecho a favor de la entidad aseguradora, mediante firma en formulario 15 provista por la misma, para su posterior inscripción en el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor; k) Impuesto de emergencia a los automóviles ‑año 1990‑, o en cualquier tributo que en el futuro lo gravase y l) Juego de llaves del vehículo.


De las constancias de autos se desprende que no ha sido cumplida la normativa aludida por parte del recurrente, quien ni siquiera ha intentado u ofrecido satisfacerlas en el curso de estas actuaciones.


Reafirma mi convicción desestimatoria de los agravios la circunstancia de que el actor no podía desconocer su obligación informativa, ya que cuando percibió la indemnización por el robo del semiremolque asegurado en la misma compañía, aunque se tratara de una póliza diferente, debió acreditar tales extremos para la percepción de su reclamo.


d) Por último, entiendo que tampoco resulta audible la protesta sobre la falta de suscripción de la póliza por parte del asegurado, ya que tanto ella como las condiciones generales, aunque impresas y no firmadas, integran el contrato, y obligan al tomador como si fueran manuscritas y firmadas (conf. Isaac Halperín, en "Seguros", pág. 375).


Por lo brevemente expuesto, no habiendo sido acreditados tanto las violaciones legales endilgadas como el absurdo esgrimido (conf. art. 279, C.P.C.C.), doy mi voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. Adhiero al voto del doctor Genoud, con las siguientes consideraciones adicionales.


a. De un lado, no resultan atendibles los agravios esgrimidos en torno a la falta de rúbrica y entrega de los anexos de la póliza suscripta por las partes.


A las razones vertidas en el voto que me precede, cabe añadir que sobre tal tópico la Cámara de Apelación puntualizó que "en el documento que la propia actora adjuntara con la demanda (fs. 6), constaba expresamente que el mismo también se hallaba integrado por las condiciones generales, cláusulas de cobranza, cláusulas adicionales de las condiciones particulares y anexos (ver recuadro ubicado en la parte media de la misma, por encima de los espacios reservados a la liquidación del premio). O sea que el asegurado estaba en pleno conocimiento de que ese instrumento constituía solo una parte de la póliza, puesto que el mismo debía ser complementado con las demás cláusulas y anexos que se desprenden de su propio texto".


Seguidamente, considero que si bien "[e]s obligación del asegurador entregar la póliza al asegurado (art. 11, segundo párrafo, Ley 17.418), ... la norma no presenta sanción alguna en caso de inobservancia de ese deber. De allí que el tomador pueda exigir a la entidad aseguradora la entrega del documento...no exist[iendo] constancias de que haya formulado este requerimiento a la compañía demandada (arts. 512, 902 y ccs. Del Cód. Civil"; v. fs. 144 vta./145).


Tal parcela del fallo no ha merecido una réplica idónea por parte del impugnante, pues resultan harto insuficientes los argumentos volcados a fs. 157/158, en tanto sólo traslucen una mera discrepancia subjetiva, que se despreocupa de las razones expuestas por la alzada en sustento de su decisión (art. 279 del C.P.C.C.).


b. Del otro, la crítica formulada en torno a la titularidad registral del rodado siniestrado, tampoco puede ser receptada.


Sostuvo el tribunal de grado "que la circunstancia de que la titularidad registral del camión no estuviera en cabeza de Castrovinci, tampoco significaba un escollo para que éste adoptara una actitud diligente, ya que, igualmente, podría haber entregado toda la documentación que se hallaba a su alcance" (v. fs. 146 vta.). A ello agregó que "[e]s cierto que la aseguradora celebró el contrato de seguro sin poner objeciones en orden a la titularidad dominial del vehículo, de allí que cualquier inconveniente que, al momento de liquidarse el siniestro, se hubiera producido con respecto a esta circunstancia, habría repercutido ... sobre ella. Pero este problema ni siquiera llegó a plantearse al haber quedado anudados los contratantes en un punto anterior, esto es, en la etapa en que el asegurado debió haber provisto ‑y no lo hizo‑ la información complementaria contemplada en el art. 46 de la ley de seguros" (v. fs. 146 vta.).


Sobre tal base, concluyó que "la aseguradora no formalizó ningún planteo relativo al dominio del automotor, sino que simplemente se limitó a requerir la información pertinente. Exigir que la titularidad recayera en la persona del asegurado hubiera sido un accionar reprochable de la compañía, pero esto no sucedió en el caso, donde el conflicto se generó solamente con la solicitud de información" (v. fs. 147).


Tal planteamiento en que reposa la decisión del tribunal de grado no mereció una crítica concreta, directa y eficaz, siendo éste un requisito de ineludible cumplimiento para el impugnante en la vía extraordinaria (doct. Ac. 73.447, sent. del 3‑V‑2000; Ac. 72.204, sent. del 20_VI‑2001; Ac. 81.965, sent. del 19‑III‑2003; entre otras), quedando sellada adversamente la suerte de los agravios planteados en tales términos.


2. Por todo lo cual, reitero mi adhesión al voto del doctor Genoud, y doy el mío por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


Adhiero a los votos precedentes, en cuanto señalan la insuficiencia del recurso, y la concordancia de lo exigido por la demandada con lo dispuesto por la Superintendencia de Seguros de la Nación, lo cual ya basta para fundar el rechazo. En relación a uno de los argumentos expuestos en el primer voto, sin embargo, debo aclarar que, a mi juicio, si bien es cierto que la interpretación de los contratos es una cuestión de hecho cuando ella consiste en determinar qué fue lo realmente querido por las partes (en los hechos), no debe perderse de vista que bajo la misma denominación de "interpretación de los contratos" también se suele incluir la determinación de su efecto o sentido jurídico conforme a la ley que les es aplicable, lo que es una cuestión de derecho, comprendida en el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial Hecha esta aclaración, que en nada afecta a los fundamentos esenciales de los votos a los que adhiero.


Voto por la negativa. 


El señor Juez doctor Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Roncoroni, votó también por la negativa.


El señor Juez doctor Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votó también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (arts. 84 y  289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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